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RECURSO DE REVISIÓN  388/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO.
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA Y OTROS.


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 2 dos de febrero de 2017 dos mil diecisiete. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta el sello de recibido por parte de la Oficialía de Partes de la  SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, el 24 veinticuatro de octubre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información presentó un escrito dirigido al Secretario de Seguridad Pública del Gobierno del Estado, en la que aquél solicitó la información siguiente
:

A) COPIAS CERTIFICADAS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO QUE SE SIGUIO EN CONTRA DEL SUSCRITO, Y QUE FUE REALIZADA POR ESTA SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA, O ALGUNA OTRA AUTORIDAD U ORGANO COLEGIADO COMPETENTE Y FACULTADO PARA ELLO, DICHO PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEBERA ESTAR FUNDAMENTADO Y MOTIVADO Y A SU VEZ BASADO, POR EL REGLAMENTO INTERIOR DE LOS CENTROS ESTATALES DE RECLUSION DE SAN LUIS POTOSI, DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DE 2006, EDICION EXTRAORDINARIA, Y QUE ESTABA VIGENTE EL 21 DE FEBRERO DEL AÑO 2012, FECHA EN LA QUE SUPUESTAMENTE, SE ME REALIZO UN CESE DE MIS FUNCIONES COMO CUSTODIO “B” DE LOS CENTROS ESTATALES DE RECLUSION, DEPENDIENDO ESTOS DE LA DIRECCION GENERAL DE PREVENCION Y REINSERCION SOCIAL DEL ESTADO.
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El día 8 ocho de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública que consiste en el oficio SSP/DJ/UT/083/2016 firmado por el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA,  respuesta que es como sigue
:
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Por medio del presente me permito dar contestacién a o soicitado a través do su escrito de
peticién, de fecha veinticuatro e octubre del mes y afio en curso, a ravés dal cual soliita 6
sea proporcionada copia certficada de) Procedimienta Aministraiivo que s sigui en conlra
e su persona, durante el tiempo que laboro como Custodio -B" de los Centros Estatales de
Reclusion, dependientes estos de la Direccién General de Prevencién y Reinsercién Social
Gel Estado.

Derivada de lo anterior, hago de su conocimiento que una vez que s verico an la Unidad de
Asuntos Intemos de esta Secrtaria de Sequridad Piblica cel Estado, no se encontrs
antecadents alguno de algun procedimients o sancion en contra de su persona.

Sin embargo en la Direccion General de Prevencién y Reinsercién Social, dependiente de
esta Secretaria de Sequridad Publica del Estado, se encontro dnicamene fo siguiente:

B con nombramiento de Custoss ‘8- e
notficad medATE o1 Rimera DGPRS GET072012: oe focha 17 do febroro del afo 2013,
on el cual 56 haco do sy conocimiento Gue @ partr Ge a fecha senalada, fue Gosadd do sus
funciones, concluyendo asi la relacitn administrativa que lo unia con Gobierno del Estado, par
conducto do la Secretara Genoralde Gabiero. N sigurbndosele procedmento algune,

Sin otro particuiar por el momento, reciba un cordiai saludo.
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TERCERO. Interposición del recurso. El 28 veintiocho de noviembre de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información presentó un escrito ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública en donde interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior.
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 28 veintiocho de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 5 cinco de diciembre de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:
· Tuvo por recibido en tiempo y forma el medio de impugnación.

· Lo registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-388/2016-2.

· Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA a través de su TITULAR y del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.

· Tuvo al recurrente por ofrecidas las documentales que adjuntó en su recurso de revisión –mismas que se admitieron y se desahogaron dada su especial naturaleza–.
· Se le tuvo al recurrente por señalado domicilio para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto se expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encuentra en una de las excepciones del derecho de acceso a la información.

· Si existe impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 
Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.


Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.
SEXTO. Rendición de los informes de los sujetos obligados. 
Por proveído del 11 once de enero de 2017 dos mil diecisiete la ponente del presente asunto:
· Tuvo por recibido el oficio SSP/DJ/UT/007/2017 firmado por el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, junto con un anexo.
· Les reconoció su personalidad.

· Les tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas la prueba.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.

Respecto a la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

Por último, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto de acuerdo con los artículos 6°, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 
SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio dicha respuesta.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El día 8 ocho de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuestas a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 9 nueve al 30 treinta de noviembre. 

· Se deben de descontar, en ambos supuestos, de dicho cómputo por ser inhábiles los días 12 doce, 13 trece, 19 diecinueve, 20 veinte, 21 veintiuno, 26 veintiséis y 27 veintisiete de noviembre.
· Consecuentemente si el 28 veintiocho de noviembre de ese año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados, puesto que así lo reconoció la autoridad al momento de rendir su informe. 

SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.

SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  

7.1. Agravios del recurrente.


El recurrente expresó como motivo de inconformidad que la respuesta que recibió por parte de la SECRETARÍA DE SEGURIDAD mediante el oficio SSP/DJ/UT/083/2016 del 4 de noviembre era incompleta –y reitera su solicitud de acceso a la información pública– porque en el año 2012 dos mil doce se le realizó –al solicitante de la información– un cese de sus funciones y que la respuesta fue que no se encontró antecedente alguno de un procedimiento o sanción en contra de la persona y que por ello dicha respuesta es incompleta ya que no le indicó y precisó que no hubo procedimiento administrativo en su contra fundado y motivado por el Reglamento Interior de los Centros Estatales de Reclusión de San Luis Potosí del 26 veintiséis de septiembre de 2006 dos mil seis que estaba vigente en el año 2012 dos mil doce. Por lo anterior solicitaba que la respuesta del sujeto obligado fuera más objetiva, especifica y precisa en lo que solicitó.

7.1.2. Agravio infundado.

Lo alegado por el recurrente resulta infundado.


En efecto, recordemos que fue lo que el recurrente pidió al sujeto obligado y que fue:

A) COPIAS CERTIFICADAS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO QUE SE SIGUIO EN CONTRA DEL SUSCRITO, Y QUE FUE REALIZADA POR ESTA SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA, O ALGUNA OTRA AUTORIDAD U ORGANO COLEGIADO COMPETENTE Y FACULTADO PARA ELLO, DICHO PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEBERA ESTAR FUNDAMENTADO Y MOTIVADO Y A SU VEZ BASADO, POR EL REGLAMENTO INTERIOR DE LOS CENTROS ESTATALES DE RECLUSION DE SAN LUIS POTOSI, DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DE 2006, EDICION EXTRAORDINARIA, Y QUE ESTABA VIGENTE EL 21 DE FEBRERO DEL AÑO 2012, FECHA EN LA QUE SUPUESTAMENTE, SE ME REALIZO UN CESE DE MIS FUNCIONES COMO CUSTODIO “B” DE LOS CENTROS ESTATALES DE RECLUSION, DEPENDIENDO ESTOS DE LA DIRECCION GENERAL DE PREVENCION Y REINSERCION SOCIAL DEL ESTADO.

Como se vio, en esencia el recurrente pidió al sujeto obligado un procedimiento que, de acuerdo al solicitante, la SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA siguió en su contra.


Ahora, como también ya se vio en el resultando segundo el 4 cuatro de noviembre pasado el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA emitió la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública mediante el oficio SSP/DJ/UT/083/2016 en donde expresó que:
Derivado de lo anterior, hago de su conocimiento que una vez que se verifico (sic) en la Unidad de Asuntos Internos de esta Secretaria (sic) de Seguridad Pública del Estado, no se encontró antecedente alguno de algún procedimiento o sanción en contra de su persona.


Es decir, que de acuerdo al dicho de la autoridad esa información que le fue pedida no existe. 


Sobre lo mencionado los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones. 

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. 

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

De esas disposiciones tenemos que:

· Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, por lo que se  presume que la información debe existir si se refiere a esas facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables les otorgan.
·  En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
· Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Ahora, sobre lo anterior el Reglamento Interior de los Centros Estatales de Reclusión de San Luis Potosí en su artículo 217 establece que:

ARTÍCULO 217. La baja o cese, es el acto por el cual la Dirección del Centro Estatal de Reclusión da por terminada la relación administrativa que exista entre el mismo y el elemento de seguridad y custodia que ostente nombramiento de confianza expedido por el Gobierno del Estado…


Como se ve de ese precepto, se entiende que la baja o cese es el acto por el cual la Dirección del Centro Estatal de Reclusión da por terminada la relación administrativa que exista entre el mismo y el elemento de seguridad y custodia que ostente nombramiento de confianza expedido por el Gobierno del Estado.


En el caso, ya se dijo que el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA en su respuesta expresó que no existía la información, es decir un procedimiento en contra del solicitante y, también en el informe que rindió ante esta Comisión de Transparencia anexó el oficio DGPRS/UJFA/10175/2016 del 15 quince de diciembre de 2016 dos mil dieciséis firmado por el Director General de Prevención y Reinserción Social en donde dijo que
:

Me permito informarle que el C…con nombramiento de Custodio “B”, fue notificado mediante oficio número DGPRS/0910/2012 de fecha 12 de febrero del año 2012, y no se le siguió procedimiento administrativo alguno, anexo copia.


Es decir que, tanto el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO y el Director General de Prevención y Reinserción Social ha negado la información que les fue solicitada por no existir.

Así, en el caso no tienen aplicación los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia vistos en virtud de que ha quedado demostrado que el Director General de Prevención y Reinserción Social quien de acuerdo con el artículo 217 Reglamento Interior de los Centros Estatales de Reclusión de San Luis Potosí es quien da por terminada la relación administrativa que exista entre el mismo y el elemento de seguridad y custodia que ostente nombramiento de confianza expedido por el Gobierno del Estado mediante la baja o el cese, por ende, si quien de acuerdo con las facultades refiere que la información no existe y, es la autoridad facultada para poseerla se debe de estar a lo expuesto por éste en el sentido de que no existe procedimiento administrativo en contra de quien pidió la información.

Por lo anterior, el agravio resultó infundado, puesto que el SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO negó la información por no poseerla y, ello lo corroboró con el oficio DGPRS/UJFA/10175/2016 del 15 quince de diciembre de 2016 dos mil dieciséis firmado por el Director General de Prevención y Reinserción Social en donde se reitera que la información solicitada no existe y este último es el facultado para que, en un momento dado poseyera la información, empero ya ha quedado visto que esa información no se ha generado.

Sentido de la resolución.
Así pues y por lo expuesto, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 175, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado confirma el acto impugnado.


Archivo.


Que una vez que la presente resolución cause ejecutoria, la ponencia mande archivar el presente asunto como totalmente concluido. 

RESOLUTIVO 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:
ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información confirma el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por mayoría de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
	        COMISIONADO PRESIDENTE

                   MTRO. ALEJANDRO 

                    LAFUENTE TORRES 
	              COMISIONADA 

         M.A.P. YOLANDA E. 

                          CAMACHO ZAPATA



	COMISIONADA 

LIC. CLAUDIA ELIZABETH 

ÁVALOS CEDILLO  
	
	SECRETARIA DE PLENO

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 388/2016-2 QUE FUE EN CONTRA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN  EXTRAORDINARIA DEL  2 DOS DE FEBRERO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.
L/OVD. 
LA SECRETARIA DE PLENO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, LICENCIADA ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA, HACE CONSTAR QUE A CONTINUACIÓN SE AGREGA EL VOTO PARTICULAR DE LA COMISIONADA LIC. CLAUDIA ELIZABETH ÁVALOS CEDILLO.


De manera respetuosa, me permito emitir mi voto particular, de conformidad con las siguientes consideraciones.

Disiento del proyecto de resolución del recurso de revisión 388/2016-2 presentado y aprobado en la Sesión Extraordinaria de Pleno celebrada el dos de febrero de dos mil diecisiete, ya que considero que, contrario a lo expuesto en la propuesta de mérito, existe una disposición normativa que vincula a la autoridad a generar el documento que solicitó el peticionario. 

Tal afirmación tiene sustento en las siguientes consideraciones:

De conformidad con los artículos 18 y 19 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, el ejercicio de las atribuciones, competencias y funciones de los sujetos obligados debe ser documentado y además, si se refiere a la esfera de competencia del sujeto obligado, se presume que existe un medio documental que respalde y de constancia de la actuación de la autoridad; es por ello, que al momento de recibir una solicitud de información, se debe efectuar un proceso de adecuación normativa, entendido como aquel razonamiento lógico jurídico por el que se determine de manera fundada y motivada, si existen condiciones que presuman su generación o posesión, ya que con motivo de tal análisis se está en posibilidad de gestionar la solicitud a las áreas susceptibles de poseer la información.

Al caso concreto, el solicitante requirió esencialmente la siguiente información:
· Copias certificadas del procedimiento administrativo que se siguió en su contra, con base en el Reglamento Interior de los Centros Estatales de Reclusión de San Luis Potosí que estaba vigente al momento del cese al que fue objeto el veintiuno de febrero de dos mil doce.

El sujeto obligado, al momento de dar contestación a la solicitud de información que nos ocupa, manifestó esencialmente:
· Una vez que verificó en la Unidad de Asuntos interno de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, no se encontró antecedente alguno de un procedimiento o sanción seguido contra el solicitante.

· La dirección General de Prevención y Reinversión Social, dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública, encontró únicamente el oficio DGPRS/0910/2012 del diecisiete de febrero de dos mil doce, en el que consta el cese del Custodio “B”. Se afirmó que no se le siguió un procedimiento. 

En estudio de la respuesta proporcionada por la Secretaría de Seguridad Pública, se estima que la misma no garantiza el derecho de acceso a la información del peticionario, toda vez que no se ajusta a los principios de legalidad y seguridad jurídica, ya que no fundó ni tampoco motivó la determinación adoptada. 

Me explico:

Todo acto de autoridad debe estar lo suficientemente fundado y motivado, de tal forma que dote de certeza al gobernado respecto de los fundamentos y consideraciones que lo llevaron a adoptar su determinación, lo cual no acontece en el presente asunto, ya que el sujeto obligado se limitó a señalar que no cuenta con el procedimiento a que alude el particular, sin que señalara de manera precisa la causa que motiva tal inexistencia. Sirve como sustento a lo antes señalado, la tesis de jurisprudencia I.4o.A. J/43, emitida en la Novena Época por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que señala:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN.

El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción”.
Ahora bien, conforme a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se reconocen dos motivos que originan la inexistencia: el primero de ellos, es cuando, conforme a la regulación normativa que limita el ejercicio de la función pública, no consta disposición que de manera expresa o implícita reconozcan competencia, atribuciones o funciones a favor de la autoridad. El segundo, es cuando conforme a los artículos 160 y 161 de la citada ley, exista la obligación de generar o poseer la información, o se presuma su existencia, y por determinada circunstancia no se generó o administró.
Al caso concreto, en ningún momento se determinó la causa que originó la inexistencia, ya que, como se señaló, la autoridad solamente se limitó a expresar que no existe dicho procedimiento. 

Ahora bien, del análisis del cuerpo normativo a que hace referencia el solicitante en su escrito de acceso, el cual corresponde  al Reglamento Interior de los Centros Estatales de Reclusión de San Luis Potosí, se desprenden las siguientes disposiciones jurídicas:

“ARTÍCULO 212. La imposición de los correctivos y sanciones contenidos en el presente Reglamento, son facultad del Director de cada Centro Estatal de Reclusión de acuerdo a los artículos 214 y 215, de este ordenamiento cuando la infracción sea por vez primera, de consecuencias no graves y no intencional; o bien de la Comisión de Honor y Justicia, según sea el caso. 


Cuando la imposición deba hacerla el Director del Centro éste podrá delegar en el Subdirector o mandos jerárquicos inferiores de conformidad con el artículo 165 del presente Reglamento. Iniciando por llamar al infractor e informarle respecto de la misma, escuchándolo en su defensa, y asentándose todo ello en acta circunstanciada, notificando al infractor del correctivo o sanción que se imponga”.


ARTÍCULO 213. Tratándose de sanciones que ameriten suspensión de funciones sin goce de sueldo y cese o terminación de la relación administrativa, entre el Centro y el personal de seguridad y custodia, las impondrá exclusivamente la Comisión de Honor y Justicia, conforme a los artículos 216 y 217 del mismo ordenamiento.


ARTÍCULO 216. La suspensión, es la separación temporal de sus atribuciones y funciones, sin derecho a la prerrogativa salarial correspondiente y se podrá imponer hasta por el término de noventa días, debiendo comunicarse por escrito. Se impondrá en los casos considerados en el artículo 210, fracciones I, II, III, IV, X, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XX, XXII, XXIII, XXIV, XXVII, XXIX, XXX, XXXII, XXXIV, XXXV y XXXVII, del presente Reglamento.


ARTÍCULO 217. La baja o cese, es el acto por el cual la Dirección del Centro Estatal de Reclusión da por terminada la relación administrativa que exista entre el mismo y el elemento de seguridad y custodia que ostente nombramiento de confianza expedido por el Gobierno del Estado. Se impondrá en los casos considerados en el artículo 210 fracciones I, II, III, V, VI, XII, XIII, XV, XVI, XVII, XXI, XXII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXVIII, XXIX, XXXIV y XXXV, del presente Reglamento”.

Conforme a lo anterior, se desglosa la siguiente distribución de facultades:
· El Director de cada Centro Estatal de Reclusión, será quien conforme a los artículos 214 y 215 (del citado reglamento) imponga los correctivos y sanciones cuando la infracción sea por primera vez, de consecuencias no graves y no intencionales.

· La Comisión de Honor y Justicia será quien imponga sanciones que ameriten suspensión de funciones sin goce de sueldo y cese o terminación de la relación administrativa, entre el Centro y el personal de seguridad y custodia.

Como es el caso, el custodio al cual se hace referencia, fue cesado, por lo que conforme al régimen de funciones que delimita el citado Reglamento, conforme a sus artículos 213, 216 y 217, le corresponde exclusivamente a la Comisión de honor y justicia llevar a cabo tal determinación. 

Aunado a lo expuesto, el Reglamento invocado delimita de manera puntual la competencia y las funciones que le son encomendados al Órgano Colegiado que nos ocupa, ya que dispone en sus artículos 221 y 222 lo siguiente:
“ARTÍCULO 221. La Comisión de Honor y Justicia será competente para conocer, juzgar y resolver sobre las faltas e infracciones así como de imponer las sanciones al personal de Seguridad y Custodia de los diferentes Centros Estatales de Reclusión, en los términos siguientes: 

I. De los casos previstos en el artículo 210, fracciones I, II, III, IV, V, VI, X, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXVIII, XXIX, XXX, XXXII, XXXIV, XXXV y XXXVII, del presente ordenamiento y, 

II. Proponer los incentivos y distinciones para el personal, de seguridad y custodia, contemplados en el Capitulo Único, de la Sección Cuarta, del Titulo Sexto del presente ordenamiento, de acuerdo a las bases y criterios que la misma Comisión establezca para cada caso.

ARTÍCULO 222. Son facultades de la Comisión de Honor y Justicia: I. Conocer de las faltas de los elementos de seguridad y custodia de los Centros Estatales de Reclusión respectivos, que le sean turnados a través de los servidores competentes; II. Conceder el derecho de audiencia a los elementos de seguridad y custodia del Centro Estatal de Reclusión correspondiente, de cuyas faltas e infracciones se pretenda sancionar; III. Fijar y respetar los términos del procedimiento; 

IV. Recibir las pruebas de cargo y descargo de las partes; V. Votar y resolver los asuntos de su competencia de manera imparcial y conforme a derecho, y VI. Imponer en su caso las sanciones que correspondan conforme a este Reglamento”.

Como quedó establecido, sí existe la obligación legal de llevar a cabo un procedimiento para efectos de determinar el cese a un custodio, por lo que se encuentra vinculado el sujeto obligado en cuanto a la generación de la información, por lo que a criterio de la disidente, la autoridad debía en su caso, emitir la declaratoria de inexistencia conforme a la normativa aplicable, toda vez que el reglamento que rige su actuación lo obliga a tramitar un procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia, que es el único órgano facultado para determinar el cese del personal administrativo que labora en los centros de reclusión.
Así pues, si las disposiciones legales invocadas, establecen un procedimiento para poder determinar el cese de un trabajador, resulta evidente que debe de haberse generado el documento que contenga dicho procedimiento; es decir, que la autoridad está obligada a generar y poseer dicha información. 

Luego, si como lo sostiene la autoridad aludida, no cuenta con el documento que contenga el procedimiento de que se trata, a pesar de estar obligada a generarla de conformidad con los artículos 213, 217, 221 y 222, fracción IV del Reglamento interior de los Centros Estatales de Reclusión de San Luis Potosí ya citados, en este asunto, debía haber generado el acuerdo de inexistencia conforme a los artículos 160 y 161 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado, mismos que establecen:
ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia: 

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento; 

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y 

IV. Notificará al órgano interno de control o equivalente del sujeto obligado quien, en su caso, deberá iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda. 

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.

Como se advierte, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, dispone que cuando el sujeto obligado cuente con una disposición normativa o administrativa que lo constriña a contar con la información, debe adoptar las medidas necesarias para su localización y en caso de que no suceda, deberá emitir el acuerdo respectivo por el cual funde y motive su determinación, aunado a que debe especificar el criterio de búsqueda y la precisión de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia de los documentos solicitados.


Por todo lo anteriormente señalado, es que difiero del proyecto aprobado por mayoría por el Pleno de esta Comisión, puesto que sí existe una disposición que obliga a generar la información solicitada y ante su inexistencia, es necesario que se cumpla con las garantías de legalidad y seguridad jurídica, es decir, que conforme a los artículos 160 y 161 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, se funde y motive la causa, razón o motivo que originó la ausencia del procedimiento a que alude el solicitante, ya que no basta la simple negativa de contar con la información cuando existen un conjunto de supuestos normativos que acotan la actuación administrativa de la autoridad.


En conclusión, considero que la contestación de la autoridad, no dota de certeza jurídica al particular, ya que de ninguna manera funda ni motiva su negativa de acceso, aunado a que la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establece: “(…) la carga de la prueba para justificar cualquier negativa de acceso a la información debe recaer en el órgano al cual la información fue solicitada. Lo anterior permite generar seguridad jurídica en el ejercicio del derecho de acceso a la información, pues, al estar la información en control del Estado debe evitarse al máximo la actuación discrecional y arbitraria del mismo en el establecimiento de restricciones al acceso”. Lo anterior, en armonía con lo establecido en los artículos 160 y 161 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Es cuánto.
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